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                    Corte Suprema de Justicia

                           Dirección Jurídica

San José, 09 de octubre de 2015

   Oficio DJ-AJ-1399-2015.   
MBA. Ana Eugenia Romero Jenkins 
Directora Ejecutiva

y

MBA. José Luis Bermúdez Obando

Director a.i de Gestión Humana

S.  D.

Estimada señora y señor: 

En atención al correo electrónico del pasado 2 de octubre del año en curso, en el que solicitan a esta Dirección, hacer referencia “puntualmente a la consulta que se dirá y que fue la que en principio motivó la consulta legal. Cabe aclarar que desde nuestra perspectiva existen limitaciones para hacerle cobros a la CCSS ya que al carecer de convenio no existe fundamento para ello por cuanto la relación de CCSS es con el servidor y no con el PJ, de ahí que nuestra posición, en principio, es cobrarle al servidor esas diferencias a favor del PJ también mediante rebajo, de ahí que consultamos si legalmente es factible:
I. Realizada la verificación del Poder Judicial, con respecto a la diferencia entre el monto calculado para pago, respecto a las sumas dinerarias reintegradas por la CCSS (punto N.° 4 de este Oficio), de determinarse que existe una diferencia en contra de esta Institución, se requiere se indique si es posible aplicar de oficio el rebajo al empleado-funcionario judicial, en la quincena siguiente, aplicándose el rebajo en la partida 0 “Remuneraciones”.

Se les remite el siguiente Informe.
II. Criterio legal:

Para los efectos de un mejor panorama, es necesario hacer referencia al Principio de Legalidad Presupuestaria al que se encuentra sujeto el Poder Judicial como Administración Pública, el cual, según lo dispuesto por la Sala Constitucional en su resolución N° 2000-5500 del 5 de julio de 2000, considerando V, se entiende que:
“[…] El principio de legalidad presupuestaria se deriva del contenido de los artículos 176 y 180 constitucionales, fundamentalmente de este último. El primero dispone, en lo que interesa, que "El presupuesto ordinario de la República comprende todos los ingresos probables y todos los gastos autorizados, de la Administración Pública, durante el año económico." Por su parte, el artículo 180 establece: "El presupuesto ordinario y los extraordinarios constituyen el límite de acción de los poderes públicos para el uso y disposición de los recursos del Estado, y sólo podrán ser modificados por leyes de iniciativa del Poder Ejecutivo.(...)". Tal como se señala en la acción, como autorización limitativa, el presupuesto determina la legalidad de los gastos públicos, de tal suerte que la Administración puede disponer de los fondos únicamente en la forma y medida contemplados en la correspondiente norma presupuestaria. Si dicha norma es la que habilita al Estado para la realización del gasto, cualquier variación que se pretenda hacer en el destino asignado a los fondos, igualmente debe satisfacer este principio constitucional, de ahí que sea indispensable tramitar la respectiva modificación presupuestaria. En este sentido, lleva razón tanto el accionante como la Procuraduría al rendir su informe, cuando afirman que existe una diferencia entre crear una obligación y autorizar su pago, toda vez que la ley ordinaria puede ser fuente creadora de obligaciones o gastos –en este caso, el pago de un subsidio- mas no puede autorizar en forma automática el pago de dicha obligación. Lo anterior, por cuanto esa autorización sólo puede proceder de una norma presupuestaria: el ente público sólo puede ejecutar un pago dentro de las previsiones presupuestarias vigentes, para las cuales, ciertamente, sirve de fundamento la legislación ordinaria. En consecuencia, no puede perderse de vista que la norma presupuestaria habilitante es un requisito para hacer efectivo cualquier gasto que derive de la legislación ordinaria. Asimismo, la Sala ha entendido que este principio rige tanto para la formulación original del presupuesto anual, como para cualquier cambio que se pretenda introducir durante el ejercicio económico respectivo, sobre lo cual se ha señalado que: '...la competencia o legitimación que constitucionalmente se atribuye a la Asamblea Legislativa sobre tan importante materia, es para fijar en los presupuestos los ingresos probables y los gastos autorizados de la Administración Pública con las modalidades que para su modificación y para presupuestos extraordinarios la misma Constitución señala' (resolución número 1971-96, otras 5602-94, 6215-93, 121-89; énfasis agregado). El contenido del principio de legalidad presupuestaria se analizó, entre otras, en sentencia número 2634-97, que en lo conducente dispuso: 'Cabe decir que, efectivamente, la Constitución Política establece en sus artículos 176 y 180 el principio de legalidad presupuestaria, dado que en razón de lo que dispone la primera norma, la Administración no puede ejecutar un gasto que no esté 'autorizado' y, por la segunda, el presupuesto ordinario y los extraordinarios 'constituyen el límite de acción de los Poderes Públicos para el uso y disposición de los recursos del Estado'. De allí, entonces, que la Administración solamente puede gastar lo que expresamente le autorice la Ley de Presupuesto y, además, que le sea imposible, jurídicamente hablando, sobrepasar los montos expresamente autorizados. Ahora bien, es un hecho notorio, y por tanto, no requiere de una acreditación específica, que sea cual fuere el ámbito de la Administración Pública en que nos encontremos, toda partida presupuestaria, por la nota distintiva de ser una mera autorización, no obliga al gasto.' […]”

En el mismo orden de ideas, la Sala Segunda en su resolución N° 2014-0341 del 2 de abril de 2014, entiende por Legalidad Presupuestaria: 
IV.- ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO: Conviene señalar que en materia de empleo público, donde los salarios se pagan con recursos públicos, rige el principio de legalidad presupuestaria, según el cual el presupuesto del ente público es un límite para el uso y disposición de los recursos del Estado, y todo gasto, debe estar autorizado presupuestariamente. De la misma forma, su actividad en esta materia está condicionada por la preexistencia de ley formal, Ley de Presupuesto, que autorice el gasto, y su contenido solo puede ser modificado por ley formal (artículos 176 y siguientes de la Constitución Política). La Sala Constitucional ha desarrollado este principio en su jurisprudencia, como resulta de la siguiente sentencia: "Cabe decir que, efectivamente, la Constitución Política establece en sus artículos 176 y 180 el principio de legalidad presupuestaria, dado que en razón de lo que dispone la primera norma, la Administración no puede ejecutar un gasto que no esté "autorizado" y, por la segunda, el presupuesto ordinario y los extraordinarios "constituyen el límite de acción de los Poderes Públicos para el uso y disposición de los recursos del Estado". De allí, entonces, que la Administración solamente puede gastar lo que expresamente le autorice la Ley de Presupuesto y, además, que le sea imposible, jurídicamente hablando, sobrepasar los montos expresamente autorizados”. (Lo resaltado no es parte del original). Sentencia n° 2634-97, de 16.45 de 14 de mayo de 1997 […]”.
Así pues, del mandato constitucional, se desprende la obligación del Poder Judicial de velar por el adecuado uso y disposición de los fondos públicos asignados a su presupuesto, para el cumplimiento de los fines –igualmente públicos- que tiene por encargo.
De ahí que, una vez “Realizada la verificación del Poder Judicial, con respecto a la diferencia entre el monto calculado para pago, respecto a las sumas dinerarias reintegradas por la CCSS (punto N.° 4 de este Oficio), de determinarse que existe una diferencia en contra de esta Institución”, debe el Poder Judicial recuperar las sumas por él cubiertas, que no le correspondía erogar, mediante las diligencias cobratorias necesarias para el reintegro de lo pagado.
Es decir, en los casos donde la Caja Costarricense de Seguro Social deba cancelar el porcentaje que le corresponde –por lo general un 60%-, y no lo realice a tiempo o del todo no lo acredite a favor de la persona incapacitada, el Poder Judicial, por mandato legal del artículo 42 de su Ley Orgánica N° 7333, en todo caso, debe proceder a cubrir ese monto o porcentaje –que corresponde a la Caja-, más lo proporcional a su deber, y otorgar así el 100% del salario que devenga la persona incapacitada, generándose, como consecuencia, la obligación del Poder Judicial de recuperar las sumas por él cubiertas –en lugar de la CCSS-, para cumplir con su responsabilidad de buen administrador del erario.
Responsabilidad que se deriva del principio de Responsabilidad Objetiva de la Administración, que tiene su fundamento en el inciso 1) del numeral 203 de la Ley General de la Administración Pública N° 6227, al señalar que “La Administración deberá recobrar plenariamente lo pagado por ella para reparar los daños causados a un tercero […]”, de manera que el Poder Judicial debe dirigir su actuación, a la debida recuperación de las sumas que canceló en el lugar de la CCSS.
Lo anterior, de conformidad con el artículo 803 del Código Civil, en cuanto que “El que, por error de hecho o de derecho, o por cualquier otro motivo, pagare lo que no debe, tendrá acción para repetir lo pagado”, que tiene lugar por aplicación supletoria del Derecho Privado, conforme lo establece el numeral 13 de la mencionada Ley General de la Administración Pública: “1. La Administración estará sujeta, en general, a todas las normas escritas y no escritas del ordenamiento administrativo, y al derecho privado supletorio del mismo, sin poder derogarlos ni desaplicarlos para casos concretos”.

Labor recuperadora de fondos públicos que, a criterio de este Órgano Jurídico, corresponde al Macropoceso Financiero Contable, por medio del Subproceso de Ingresos y Subproceso de Presupuesto, en virtud de los artículos 10, 13 y 15 del Reglamento Interno del Macroproceso Financiero Contable, publicado en el Boletín Judicial Nº 215-2009 del 05 de noviembre de 2009:
“Del Subproceso de Ingresos

Artículo 10.- Corresponderá al Subproceso de Ingresos las siguientes funciones:

[…]

d) Efectuar el cobro de las deudas contraídas con el Poder Judicial, para que se realice su pago efectivo”.

“Del Proceso Gestión Presupuesto y Contable

Artículo 13.- Corresponderá al Proceso de Gestión Presupuesto y Contable, integrado por los Subprocesos de Presupuesto y Contabilidad, las siguientes funciones:
[…]

e) Establecer los mecanismos de coordinación y comunicación con las autoridades administrativas para ejecutar y controlar los recursos presupuestarios asignados a la Institución”.

Y;
“Artículo 15.- Le corresponderá al Subproceso de Presupuesto las siguientes funciones:
[…]

c) Garantizar la legalidad y la eficiencia de los controles internos en el manejo de los fondos públicos”. 

Así las cosas, considera esta Dirección que, independientemente de la existencia o no de un convenio con la Caja Costarricense de Seguro Social para la recuperación de sumas pagadas por el Poder Judicial –que en realidad corresponde pagarlas a aquella-, no existen limitaciones legales sino más bien, una obligación constitucional a cargo del Poder Judicial, de recuperar los montos o los porcentajes respectivos por él cubiertos en lugar de aquella Institución. 
Razón por la que, tal como se indicó en el Informe N° DJ-AJ-1339-2015 del 29 de setiembre de 2015, “Se estima que debe quedar claro también que en el supuesto de que la Caja Costarricense de Seguro Social no realice el pago de lo correspondiente al porcentaje que debe otorgar por concepto de subsidio, deberá el Poder Judicial pagar lo necesario hasta completar el cien por ciento del salario, de conformidad con lo establecido en el artículo 42 de la Ley Orgánica y proceder con los cobros respectivos ante la CCSS, con la finalidad de recuperar las sumas cubiertas por el Poder Judicial dentro de un tiempo prudencial oportuno que, a criterio de este Órgano Asesor, puede ser de un mes calendario o su equivalente a dos fechas de pago quincenal, procurando en todo caso, hacerlo efectivo antes de que opere la prescripción respectiva, pues de no hacerlo se estaría incumpliendo con la obligación de tener un adecuado manejo de recursos y ante una infracción al principio de legalidad presupuestaria y por parte de la CCSS se estaría ante un enriquecimiento ilícito”.

De manera que, los rebajos contra las persona servidoras judiciales únicamente proceden: en al menos cuatro tractos, conforme el numeral 173 del Código de Trabajo, en caso de anticipos o pagos en exceso -mediante el procedimiento administrativo respectivo- o bien, de manera oficiosa, en un solo tracto, ante la cobertura del Poder Judicial de las obligaciones o deducciones de ley que corresponden a la persona trabajadora, las cuales deben ser consideradas y rebajadas como montos “por concepto de subsidio, ya sea en la quincena de pago que se encuentre al corte o bien en la quincena siguiente inmediata o posteriores -según sean los factores temporales de aplicación para el pago calendarizado de la planilla- a favor de la partida pertinente pues, como se mencionó, esas sumas corresponden a obligaciones que de todas maneras, en su momento, la persona servidora judicial debe afrontar, por lo que las mismas no pueden ser consideradas como deudas por anticipos o pagos realizados en exceso por parte de su patrono.” (Informe N° DJ-AJ-1339-2015 del 29 de setiembre de 2015 de esta Dirección, y la negrita no pertenece al texto original), pero siempre en el entendido de que el Poder Judicial podrá realizar tales deducciones a la persona servidora que ha sido incapacitada, únicamente limitándose al monto que la CCSS ha procedido a depositar por concepto de subsidio, sin que sea posible rebajar a tal servidor o servidora, un concepto que no ha recibido, sino que será el Poder Judicial -quien por obligación legal, complete hasta el cien por ciento del salario-. Escenario ante el cual, es la CCSS quien se convierte en deudora de la institución y en virtud de lo dispuesto en el artículo 803 del Código Civil, al pagar el Poder Judicial lo que le correspondía a la CCSS, este Poder tiene el derecho a repetir lo pagado en contra de esa entidad.
En otro orden de ideas, en virtud de que en el mencionado Informe N° DJ-AJ-1339-2015 del 29 de setiembre de 2015, se señalaron datos desactualizados de los porcentajes que corresponden a las deducciones de ley, y siendo que también existe una Norma Operativa para el Servicio de Deducciones Automáticas del Poder Judicial de aplicación para las personas servidoras judiciales activas, bajo una mejor ponderación, conforme el artículo 11 del Reglamento de la Dirección Jurídica –aprobado por la Corte Plena en sesión N° 47-14, del 6 de octubre de 2014, artículo XXXII-, se procede con la propuesta de un nuevo orden lógico para la aplicación de las deducciones, según los siguientes niveles de prelación:
1. Impuesto de Renta.

2. Deducciones de Ley (11% Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial, 5.5% de la C.C.S.S., 1% de Ley de Protección al Trabajador, y sus eventuales incrementos).
3. Deducciones por concepto de subsidio.

4. Rebajos producto de Pensiones Alimentarias, en caso de que la persona servidora judicial las tenga.

5. Embargos.
6. Fondo de Socorro Mutuo.

7. Sumas adeudadas a la institución (RTSFPJ (%) CP y LP-FJP).
8. Otras Deducciones (tales como asociaciones, cooperativas, operaciones bancarias y otros), autorizadas por las personas servidoras judiciales a favor de terceros.

“Lo anterior sin perjuicio, de que la suma o porcentaje que el Poder Judicial debe acreditar –como salario- no sea suficiente para cubrir la totalidad de las obligaciones voluntarias y de ley, la persona incapacitada proceda con los pagos respectivos a partir del monto que recibe de la Caja Costarricense de Seguro Social, por concepto de subsidio” (Informe N° DJ-AJ-1339-2015 del 29 de setiembre de 2015 de esta Dirección).

II. Conclusiones
Con base en lo anterior, este Órgano confirma las conclusiones señaladas en el Informe N° DJ-AJ-1339-2015 del pasado 29 de setiembre de 2015:
1. El Poder Judicial tiene la obligación legal de depositar lo necesario hasta completar el cien por ciento del salario, según lo dispuesto en el artículo 42 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

2. El Poder Judicial puede catalogar el subsidio por incapacidad como una deducción del salario -siempre que haya sido efectivamente percibido por la persona servidora judicial que haya sido incapacitada- y puede retener dicho rubro sin que deba aplicarse lo dispuesto en el numeral 173 del Código de Trabajo. 
3. En caso de que la CCSS no deposite el subsidio a la persona servidora judicial, el Poder Judicial tiene la obligación legal de pagar el cien por ciento del salario y posteriormente proceder a la recuperación de las sumas no percibidas, ante la CCSS.

4. No resulta procedente un rebajo a la persona servidora, de un rubro que no haya percibido por concepto de subsidio, sino que será el Poder Judicial quien deba actuar conforme la conclusión n° 3 y posteriormente ejercer la acción de regreso correspondiente. 

5. Se puede establecer un orden de prelación de deducciones como el propuesto, lo que puede someterse a conocimiento del Consejo Superior para lo que a bien tenga resolver.

Elaborado por

Pablo Mejía Salgado

Área de análisis jurídico

Atentamente,

Licda. Karol Monge Molina

Sub Directora Jurídica a.i.

Criterio N° 593-2015

Referencia N° 1106-2015 y 1129-2015.
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